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un despacho mediano

r & Pombo, el pasadoj
os tres años.

ueves tras la confirmación oficial

, fichaie
ilencÍa
rbiliario, urbanismo
tbiente.
e ha anunciado re-
le la incorporación
ático Juan Alfonso
r Pastor para liderar
lninistrativo del de,
t de derecho público
y Javier Juste que,

sado 1 de enero, for-
I consejo académico

que baraja el despa-
rer un tam¿¡fio ¿p¡q-
m entre los 150 y los
rnales. Además, Gó-
& Pombo no descar-
rr a un despacho me-
Lol a la firma en Ma-
lona que venga a re-
r área que en estos

momentos no está demasiado
potenciada en el despacho, que
se caracteriza por dominar las
áreas de derecho mercantil (que
supone el 50% de la facturación
del despacho), procesal, derecho
público y propiedad intelectual
e industrial.

Gómez acebo & pombo es un
despacho español sin pretensio-
nes de implantación internacio.
nal. La firma tiene tres alia¡uas
estratégicas con los bufetes
Vieira de Almeida en portugal,
Pinheiro Neto en Brasil y Bec-
car Va¡ela en Argentina y cuen-
tan con oficina propia en Bruse-
las. Sin embargo, no está en su
cabeza expandirse más interna-
cionalmente, aunque durante
un tiempo manejaron la posibi-
lidad de abrir oficina enLond¡es
o en Nueva York. Sin embargo,
esta posibilidad está descarta-
da, por lo menos, para los próxi-
mos tres años que dure el recién
elegido comité.

fl L Þasado 15 de enero entró en vigor
ñ , l" nueva regulación de la seguriI-J dad general de los productos. el RD

1801/2003, que sustituye al Real Decreto
441L596, que garantiza que los productos
del mercado sean seguros.

Define la norma qué se entiende por
producto seguro e inseguro, por riesgã y
riesgo grave; aunque pretenden AeUmltar
los conceptos
tológicas. De
de obligación
tend¡á forma
no se€uro, según la Ley, hasta que lo diga
la Administración. Y ni siquieia 

"n "st"caso, pues superar los controles técnicos u
obtener las autorizaciones no garantiza
que sea considerado seguro.

Y es que la seguridad, objeto de la nor_
ma y obligación legal de los productores,
no se encuentra definida según una nor_
mativa especifica para cada producto. y
claro, la seguridad no es un hecho sino
una apreciación. La seguridad es un con_
cepto jurÍdico indeterminado, nada es se_
guro al 100%. Por ellq establecer una obli_
gación de seguridad general a todos los

nistración son muy amFlias. De hecho, la
normativa de seguridad de los productos
regula mejor los poderes de intervención

supuestos,
s que estos
ElRealDe-

tración deberÍa de respetar el principio de
proporcionalidad.

Las medidas de reacción administrati-
vas, formalnente, no son sanciones, pero
en la práctica pueden tener consecuencias
más gravosas para el productor. El proce-
dimiento para adopción de las medidas

Administración contenga las garantÍas
mÍnimas de que serán proporcionadas.
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